




        66170-31-03-001-2008-00286-01


ACCION POPULAR. AGOTAMIENTO DE JURISDICCIÓN. Ha hecho carrera, particularmente en la jurisdicción contencioso administrativa, lo que se conoce como al agotamiento de jurisdicción que se hace consistir en que respecto de las acciones populares no pueden concurrir, por los mismos hechos y derechos y con igual propósito, varias demandas.  Existe la posibilidad sí de acumularlas, pero, como lo ha precisado el propio Consejo de Estado, para que ello ocurra es menester que en la primera de ellas no se hubiese trabado la litis, o dicho de otro modo, notificado su admisión a los sujetos pasivos, porque si así ocurre, la segunda demanda tiene que ser rechazada, sin perjuicio, claro está, de que el interesado puede intervenir en aquél trámite como coadyuvante. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

                   SALA CIVIL-FAMILIA

Magistrado:  Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, noviembre veinticuatro de dos mil nueve
Expediente:  66170-31-03-001-2008-00286-01
Acta N° 616 de noviembre 24 de 2009
Resuelve la Sala el recurso de apelación interpuesto por el actor contra el auto del 15 de septiembre pasado, dictado por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas en la acción popular que Javier Elías Arias Idárraga promueve contra el Banco de Colombia S.A. 

ANTECEDENTES

El señor Arias Idárraga promovió esta acción popular contra el Banco de Colombia con el fin de que se le ordene construir técnicamente las rampas de acceso en la puerta principal y las obras que se estimen pertinentes para garantizar el acceso integral, seguro y real a la población discapacitada en silla de ruedas y con otros mecanismos de apoyo, en relación con el cajero automático que la entidad tiene instalado contiguo al “Almacén Ley” de Dosquebradas. 
Surtido el trámite respectivo con la demanda, el banco llamó en garantía a la sociedad Almacenes Éxito S.A., entidad que a la vez que se pronunció sobre el libelo, propuso la nulidad de lo actuado invocando lo que se ha denominado “agotamiento de jurisdicción”, como quiera que ya ante el mismo despacho judicial, por la misma causa e idéntico objeto, se tramita otra acción similar iniciada por el señor Julián Penagos Correa. 

El incidente terminó con el auto protestado en el que el Juzgado, con apoyo en jurisprudencia del Consejo de Estado y en una decisión anterior de esta Sala, señaló que al caso le resulta aplicable dicha figura por la identidad que hay entre las dos acciones y, por tanto, declaró la nulidad y ordenó el archivo del expediente. 
Inconforme el accionante interpuso recurso de apelación, porque estima que el juzgado ha debido ordenar la acumulación de los procesos. Concedida la alzada, subieron los autos a esta sede y surtido el trámite respectivo se pasa a resolver, previas estas: 
CONSIDERACIONES

  



A pesar de lo reglado por el artículo 36 de la Ley 472 de 1998, cuya exequibilidad fue decidida por la Corte Constitucional en la sentencia C-377 de 2002, en garantía de elementales derechos como el de defensa y acceso a la justicia, la Sala acoge el criterio amplio que sobre el particular ha plasmado el Consejo de Estado 
, en virtud del cual se debe acudir a la remisión que al procedimiento civil hace el artículo 44 de la misma ley, para concluir que el auto que rechaza una acción popular es susceptible de alzada.  Para el caso, dijérase que el proceso ha quedado en esa situación, esto es, la del rechazo, porque declarada la nulidad de todo lo actuado, se ordenó el archivo del expediente, a pesar de que el juzgado no lo dijo de esa manera. 
   



Y aunque esta Sala ha dicho que el auto que resuelve una nulidad en este tipo de actuaciones no es susceptible de apelación, precisamente por la restricción que trae aquella norma, este caso, se repite, es diferente, porque no se trata de cualquier anulación, sino de aquella que implica que a la demanda misma no se le dé trámite
Dicho esto, puede abordase lo que es materia de impugnación, aspecto sobre el cual, como lo dijo el Juzgado de primera instancia, ya la Sala ha tenido ocasión de pronunciarse. Precisamente, en el auto proferido el 28 de mayo pasado, en una acción popular propuesta por el mismo demandante 
, se dijo que por dos razones debía confirmarse la decisión de primer grado. La primera, relacionada con que el accionante no pidió que se acumulara su demanda a otra que se tramita en el mismo despacho judicial por parte del señor Julián Penagos Correa, tendiente a la protección del mismo derecho y por similares hechos de los que aquí se trata.  
“Y la segunda, que ha hecho carrera, particularmente en la jurisdicción contencioso administrativa, lo que se conoce como al agotamiento de jurisdicción que se hace consistir en que respecto de las acciones populares no pueden concurrir, por los mismos hechos y derechos y con igual propósito, varias demandas.  Existe la posibilidad sí de acumularlas, pero, como lo ha precisado el propio Consejo de Estado, para que ello ocurra es menester que en la primera de ellas no se hubiese trabado la litis, o dicho de otro modo, notificado su admisión a los sujetos pasivos, porque si así ocurre, la segunda demanda tiene que ser rechazada, sin perjuicio, claro está, de que el interesado puede intervenir en aquél trámite como coadyuvante. 
Es claro que en la providencia que acompaña el recurrente el Consejo de Estado admitió una acumulación, pero seguramente ello obedeció a que no se daba el presupuesto aludido de la notificación, lo que no informa la providencia.  Así debe entenderse, porque la misma Corporación ha reiterado que: 

“La jurisprudencia de esta Sección tiene determinado que si una demanda en acción popular se presenta cuando existe otra en curso con el mismo objeto que ya ha sido notificada al demandado, opera el “agotamiento de la jurisdicción”, hecho que constata el juez a partir de la identidad de actores, pretensiones y hechos.

Esta institución procesal fue extrapolada de la construcción que al efecto hiciera la Sección Quinta de esta corporación en sede de contencioso electoral, sobre la base de que la identidad de demandas -que en acciones populares se presenta cuando el objeto y la causa son los mismos, con independencia de que el actor lo sea o no ya que justamente se trata de una acción pública- comporta causal de anulación del proceso posterior. Ahora, dado que los intereses en juego impiden la simple acumulación de procesos (dada la naturaleza de esta acción y las consecuencias nocivas a nivel de reconocimiento del incentivo que entrañaría) es tarea del juez verificar si el objeto es el mismo.

Conforme a lo anterior, y en aplicación del principio de economía procesal y orientada en el propósito de evitar decisiones contradictorias, la Sala ha rechazado demandas populares que coinciden en sus pretensiones (petitum) y en sus fundamentos fácticos (causa petendi), al razonar que:

“(...) Si realmente el actor tiene interés en la protección del derecho colectivo y posee elementos de juicio adicionales a los aportados por quien primero interpuso la acción popular con el mismo objeto, tendrá la opción de coadyuvarla, según lo establecido en el artículo 24 de la Ley 472 de 1998.

Existe identidad de demandas solo cuando las partes, el objeto y la causa son los mismos. No obstante, en una acción popular resulta irrelevante, para definir esa identidad quién sea el actor, pues como ya se señaló, con esta no se pretende la satisfacción de intereses individuales.

Carece de razonabilidad admitir una demanda presentada en ejercicio de una acción popular que tenga el mismo objeto y se fundamente en los mismos hechos de una acción que ya está en curso, para proceder luego a su acumulación, ya que acumular procesos significa acumular pretensiones, y esta sumatoria no se da cuando las pretensiones son las mismas. Es decir, en estos casos no habría propiamente una acumulación de procesos, sino una agregación de actores.

Admitir una demanda presentada en ejercicio de una acción popular cuando ya cursa otra con el mismo objeto no solo implica desconocimiento del principio de economía procesal y el riesgo de que se produzcan decisiones contradictorias, sino que, además, ordenar su acumulación a otro proceso que ya está en curso, puede afectar los intereses del actor popular que originalmente interpuso la acción y que por su esfuerzo tiene derecho al incentivo, pues esto daría lugar a que una vez enteradas de su existencia, otras personas presenten la misma demanda con el fin de que esta se acumule a la primera y así obtener parte de ese beneficio.

Por supuesto, será el juez en cada evento, quien debe verificar que el objeto de la nueva acción es el mismo de la que se encuentra en trámite, pues si coinciden solo de manera parcial, sí deberá ordenarse la acumulación de las demandas, ya que la primera no agota el interés colectivo de que trata la segunda (...)”.

En tal virtud, la aplicación a los juicios populares del instituto del agotamiento de jurisdicción pretende impedir la coexistencia de procesos paralelos en tanto ello entraña una amenaza latente a la igualdad en la aplicación de la ley dado el grave riesgo de decisiones contradictorias. Se persigue, pues, evitar no solo el innecesario desgaste de la jurisdicción, sino también el poner en tela de juicio la seguridad jurídica ínsita a toda decisión judicial y que es el sustrato del ejercicio de la función pública jurisdiccional (C.N., art. 228 y LEAJ, art. 1º).

Por lo demás, el agotamiento de jurisdicción en sede popular busca la guarda de la unidad del derecho como postulado fundamental de la facultad estatal de impartir justicia (iudicare munus publicum est).  

Para el caso, tanto la demanda presentada por Julián Penagos Correa como la de Javier Elías Arias Idárraga, parten del mismo supuesto fáctico: que el Banco de Colombia tiene instalado un cajero automático contiguo al almacén “Ley” de Dosquebradas, que no cumple las especificaciones necesarias para facilitar el acceso de las personas discapacitadas, y tienden a un mismo fin: que se le ordene al Banco adecuar dicho cajero a los requerimientos de esa población. 
Entonces, siguiendo la tesis del agotamiento de la jurisdicción planteado, estuvo bien que se accediera a la nulidad del auto que admitió la segunda demanda porque para el momento de su presentación, que lo fue el 14 de noviembre de 2008, ya se había notificado al demandado en la que instauró Julián Penagos Correa”. 

La alternativa que le queda al demandante es la de acudir a aquél otro trámite para participar como coadyuvante, si aún conserva su interés en la protección de las personas discapacitadas. 
 



Así la cosas, el auto protestado se confirmará, sin que se impongan costas en esta sede, no sólo porque no aparecen causadas, sino porque no se advierte que la actuación del señor Arias Idárraga sea temeraria o de mala fe (art. 38, Ley 472 de 1998).

   



DECISIÓN
 



En armonía con lo discurrido, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, CONFIRMA el auto protestado. 

   



Los Magistrados,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ 

      CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
 






       Con salvamento de voto
� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. C.P: Alier Eduardo Hernández Enríquez, exp.2004-0945-01


� Radicación 66170-31-03-001-2008-00287-01


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia AP-2003-00618 de junio 18 de 2008, Rad.: AP-70001-23-31-000-2003-00618-01, M.P. Ruth Stella Correa Palacio.  En ese mismo sentido puede consultarse, con ponencia de Enrique Gil Botero, la sentencia del 12 de diciembre de 2007, Radicación número: 25000-23-26-000-2005-01856-01.
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